INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, SILVICULTURA Y PESCA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE POSTERGA LA VIGENCIA DE LOS AVALÚOS DE LOS BIENES RAÍCES AGRÍCOLAS.


BOLETÍN N° 2650-01


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca pasa a informaros acerca del proyecto de ley, ingresado a tramitación legislativa con fecha 16 de enero de 2001 y originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que posterga la vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas.


	Para el despacho de esta iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, a partir del día 17 de enero de 2001, calificándola de “discusión inmediata” en todos sus trámites constitucionales, incluidos los que le correspondiere cumplir en el H. Senado.


	Durante el estudio de este proyecto, vuestra Comisión contó con la asistencia y la participación del Subdirector de Avaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, don Rodrigo Durán López, y del Jefe del Departamento de Catastro y Tasaciones del mismo Servicio, don Carlos Orrego Acuña.


I. IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO.


	La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa es postergar la vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas que regían al 31 de diciembre de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001 y fijar la vigencia de los nuevos avalúos a contar del 1 de enero de 2002.


Fundamentos.


	Según se expresa en el mensaje de S.E. el Presidente de la República, para la proposición de este proyecto de ley se han tenido a la vista los siguientes antecedentes.


	La ley N° 19.575, modificada por la ley N° 19.629, prorrogó la vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas hasta el 31 de diciembre de 2000, fijando, a contar del 1 de enero de 2001, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinaren.


	Asimismo, se solicita reponer la misma facultad otorgada al Presidente de la República por la ley N° 19.629, con el objeto de morigerar el impacto de este proceso, atendiendo a que el reavalúo de los bienes raíces agrícolas no se practica desde el año 1980.  La facultad para fijar la tasa y el monto exento de pago de contribuciones previene que el giro total del impuesto a nivel nacional, una vez aplicado el reavalúo, aumente, como máximo, en el 10%, respecto del monto total girado a nivel nacional antes de aplicar este proceso.


	Finalmente, con el objeto de disminuir el efecto del reavalúo en la determinación del impuesto a la renta a base de renta presunta, se propone que para la declaración del año tributario 2002, se considere el avalúo vigente al 31 de diciembre del 2001, reajustado según la variación que experimente el Indice de Precios al Consumidor en el segundo semestre de dicho año, en reemplazo del que se fije para el reavalúo agrícola que entraría a regir a contar del 1 de enero del año 2002, de aprobarse este proyecto.


	Esta postergación se fundamenta en que el proceso de reactivación económica del país, en especial en el sector silvoagropecuario, no se encuentra totalmente consolidado.


	A ello se suma el hecho de que dicho sector se ha visto afectado por factores que inciden negativamente en su desarrollo, entre otros, la situación de los mercados externos, variaciones climáticas, en especial en el régimen de precipitaciones.


	Cabe señalar que estas proposiciones se encuentran contenidas en el proyecto de ley que establece normas legales para combatir la evasión tributaria, por lo que deberán ser retiradas de dicho proyecto.


Informe financiero.


	Al mensaje de S.E. el Presidente de la República, se adjunta un informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala lo siguiente:


	“El proyecto prorroga la entrada en vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas del país hasta el 1° de enero del año 2002 y faculta al Presidente de la República para rebajar, a contar del 1° de julio del año 2001, por una vez, la tasa del impuesto territorial que beneficia a estas propiedades y aumentar el monto de la exención que beneficia a los predios agrícolas de tal manera que si al comparar, en moneda de igual valor, la proyección anual del monto total de las mismas contribuciones giradas sin considerar el efecto del reavalúo, con el monto total que corresponda girar con posterioridad a él, este último no resulte superior en más de un 10% al primero.


	La aplicación del reavalúo de los bienes raíces agrícolas, que regirá conforme a este proyecto a contar del 1° de enero del año 2002, generará semestralmente mayores ingresos a los municipios de alrededor de mil seiscientos sesenta millones de pesos, de aplicarse el aumento máximo de un 10% en la recaudación, al ejercerse la facultad antes expresada.


	La prórroga por dos semestres del reavalúo mencionado significará que los municipios seguirán recaudando este tributo como lo hacen en la actualidad.


	En consecuencia su aplicación no importará cambios en la situación financiera y presupuestaria del ejercicio 2001.”


Comentario sobre el articulado del proyecto.


	Esta iniciativa legal consta de un artículo único, el que, en su número 1), posterga, hasta el 31 de diciembre del año 2001, la vigencia de los avalúos de bienes raíces agrícolas que regían al 31 de diciembre de 2000, establecidos mediante la ley Nº 19.575, fijando, a contar del 1 de enero del año 2002, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen.


	En su número 2), faculta al Presidente de la República para rebajar, por una vez, la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención del impuesto territorial que beneficia a los predios agrícolas, de acuerdo con el procedimiento que señala y en las condiciones que indica.


	Por su parte, el artículo transitorio establece, para los contribuyentes que determinen el impuesto a la renta a base de renta presunta, que se considerará para el año tributario 2002, el avalúo fiscal vigente al 31 de diciembre de 2001, reajustado según la variación que experimente el IPC en el segundo semestre de dicho año.


II. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.


	El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, fijó el texto refundido, sistematizado y coordinado de la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, que establece un impuesto a los bienes raíces, que se aplica sobre el avalúo de los mismos, determinado de conformidad con las disposiciones de esta ley.


	El artículo 1° señala que, dentro de los bienes raíces agrícolas, se comprende todo predio, cualquiera que sea su ubicación, cuyo terreno esté destinado preferentemente a la producción agropecuaria o forestal, o que, económicamente, sea susceptible de dichas producciones en forma predominante.


	Por otra parte, de acuerdo con el artículo 3°, corresponde al Servicio de Impuestos Internos efectuar la tasación de los bienes raíces sujetos a las disposiciones de esta ley, en coordinación con los municipios de sus respectivos territorios.


	El último reavalúo agrícola se efectuó en el año 1980.  El siguiente correspondía efectuarlo, a más tardar, diez años después.  Sin embargo, el artículo 22 de la ley Nº 18.899 prorrogó la vigencia de los avalúos hasta el 31 de diciembre de 1990.


	El artículo 2° de la ley N° 19.034 mantuvo esta prórroga hasta el 31 de diciembre de 1992.


	Con posterioridad, el artículo 25 de la ley N° 19.182, de Presupuestos del Sector Público para el año 1993, ordenó que la prórroga rigiera hasta el 31 de diciembre de 1993.


	A continuación, el artículo 27 de la ley N° 19.259, de Presupuestos del Sector Público para el año 1994, determinó que esta prórroga rigiera hasta el 31 de diciembre de 1994.


	Mediante el artículo 2° de la ley N° 19.339, se prorrogó hasta el 30 de junio de 1995 la entrada en vigencia del reavalúo de estos bienes.


	Por el artículo 8° de la ley N° 19.380, se prorrogó hasta el 30 de junio de 1996 la entrada en vigencia del reavalúo de los predios agrícolas.


	Por su parte, la ley N° 19.468 prorrogó la vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas hasta el 30 de junio de 1998 y fijó, a contar del 1 de julio de 1998, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinaren.


	La ley N° 19.575 prorrogó hasta el 30 de junio de 1999 la entrada en vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas que regían al 30 de junio de 1998 y fijó, a contar del 1 de julio de 1999, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinaren.


	Finalmente, la ley N° 19.629, modificatoria de la ley N° 19.575, prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2000 la entrada en vigencia de los avalúos de los bienes raíces agrícolas que regían al 30 de junio de 1999 y fijó, a contar del 1 de enero de 2001, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinaren.  Asimismo, facultó al Presidente de la República para rebajar, por una vez, la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención de impuesto territorial que beneficia a los predios agrícolas.


III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.


	Durante la discusión del proyecto, se conoció la opinión de los representantes del Servicio de Impuestos Internos, señores Rodrigo Durán López, Subdirector de Avaluaciones, y Carlos Orrego Acuña, Jefe del Departamento de Catastro y Tasaciones, quienes, en lo sustancial, expresaron, en cuanto a los fundamentos de la postergación, que el sector agrícola del país ha sido afectado por factores de tipo climático y de crisis energética en algunas regiones del país, como, asimismo, por factores de carácter externo relacionados con la situación económica en el ámbito internacional, los cuales han afectado la productividad y el desarrollo normal de la actividad agrícola.


	Manifestaron, además, que el proyecto propone reponer la facultad del Presidente de la República de rebajar, por una vez, la tasa del impuesto territorial de las propiedades agrícolas, que actualmente es el 20 por mil al año, y aumentar el monto exento que beneficia a estas mismas propiedades, que en la actualidad es de $ 1.846.161, de tal manera que el giro del impuesto territorial, aplicado el reavalúo, no supere en más del 10% al vigente antes de aplicar este proceso.


	Sostuvieron que esta prórroga permitirá al sector agrícola disponer de un plazo para proceder al traspaso de un sistema de tributación por renta presunta a renta efectiva, para los efectos de atenuar el impacto del aumento de los avalúos agrícolas, como producto del reavalúo respectivo.  Informaron que, actualmente, 45 mil agricultores tributan bajo renta presunta y sólo 10 mil bajo renta efectiva.


	Señalaron que se agrega al proyecto una norma transitoria, con el objeto de disminuir el efecto del reavalúo en la determinación del impuesto a la renta a base de renta presunta, situación en la que se encuentran la mayoría de los agricultores.  Esto implica que, para el año tributario 2002, que se declara en el mes de abril del año 2002, se puedan utilizar como base imponible los avalúos vigentes al 31 de diciembre de 2001.


	En cuanto al impacto económico del proyecto, hicieron presente que la aplicación del reavalúo, que regirá a contar del 1 de enero de 2002, generará semestralmente mayores ingresos a los municipios del orden de 1.660 millones de pesos, de aplicarse el aumento máximo del 10%, al ejercerse la facultad requerida.


	Explicaron que, de haberse aplicado los reavalúos bajo las condiciones vigentes, se estima que habrían aumentado en promedio, a nivel nacional, más de cinco veces, y la tasa del impuesto que se aplicaría sería del 15 por mil al año, con el monto exento actualmente vigente, lo que generaría una alta carga impositiva a los agricultores, no compatible con el difícil momento por el que atraviesa el sector.


	Destacaron que la prórroga por dos semestres de este reavalúo significará que los municipios seguirán recaudando este tributo como lo hacen en la actualidad.


	Finalmente, sostuvieron que la postergación del reavalúo beneficiará en forma directa a unas 165.000 propiedades agrícolas, que tienen actualmente un avalúo fiscal superior a $ 1.846.161, por lo que están afectas al pago de contribuciones.  El número de beneficiados incluye a 45.000 agricultores que tributan bajo el sistema de renta presunta, por tener ventas netas anuales que no exceden las 8.000 UTM.


	Conocidas las razones que motivan a postergar, una vez más, los avalúos de los bienes raíces agrícolas, los Diputados estuvieron contestes en la necesidad de esta nueva prórroga, dejando expresa constancia de que, en su oportunidad, se había solicitado al Gobierno que diera una solución definitiva al problema, en consideración a que esta norma, excepcional por esencia se ha ido convirtiendo en permanente.


	Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, vuestra Comisión procedió a aprobarlo, en general y en particular, en los mismos términos propuestos, por unanimidad.


IV. CONSTANCIAS.


	1. La Comisión determinó, por unanimidad, que el proyecto no contiene normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


	2. En conformidad con lo preceptuado en el artículo 220 del Reglamento, este proyecto de ley requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda.


	3. Se hace constar que, en virtud del artículo 15 del Reglamento, se introdujeron en el proyecto de ley algunas correcciones formales, que no es del caso detallar.


V. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca os recomienda aprobar el siguiente


PROYECTO DE LEY.


	“Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.575:


	a) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 1°, las expresiones “31 de diciembre del año 2000”, “30 de junio de 1999” y “1 de enero del año 2001”, por las expresiones “31 de diciembre del año 2001”, “31 de diciembre del año 2000” y “1 de enero del año 2002”, respectivamente.


	b) Reemplázase el artículo 2°, introducido por el artículo único de la ley N° 19.629, por el siguiente:


	“Artículo 2°.-  Facúltase al Presidente de la República para rebajar, por una vez, la tasa anual del impuesto territorial de los bienes raíces agrícolas y aumentar el monto de la exención de impuesto territorial que beneficia a los predios agrícolas.  Esta facultad regirá a contar del 1 de julio del año 2001, pero la rebaja de la tasa y el aumento de la exención entrarán en vigencia desde la fecha en que entre en vigor el reavalúo de los bienes raíces agrícolas a que se refiere esta ley.


	El Presidente de la República ejercerá esta facultad con ocasión del reavalúo de los bienes raíces agrícolas a que se refiere el artículo 1° si al comparar, en moneda de igual valor, la proyección anual del monto total de la mismas contribuciones giradas sin considerar el efecto del reavalúo, con el monto total que corresponda girar con posterioridad a él, este último resultare superior en más del 10% al primero.


	Esta facultad se ejercerá de tal modo que la proyección anual del monto total girado como consecuencia de la aplicación del reavalúo no sobrepase en el referido 10% a la proyección anual del monto girado antes del reavalúo.”


	Artículo transitorio.-  Los contribuyentes que determinen el impuesto a la renta a base de renta presunta, de acuerdo con las normas establecidas en la letra b) del número 1° del artículo 20 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerarán, para el año tributario del año 2002, el avalúo fiscal vigente al 31 de diciembre del año 2001, reajustado según la variación que experimente el Indice de Precios al Consumidor en el segundo semestre de dicho año, en reemplazo del que se fije en el reavalúo agrícola, cuya vigencia se establece según la modificación de la ley N° 19.575 dispuesta en el artículo único de esta ley.


�


	Se designó Diputado informante al señor PEDRO PABLO ÁLVAREZ-SALAMANCA BÜCHI.


	SALA DE LA COMISIÓN, a 17 de enero de 2001.









































	Acordado en sesión de fecha 17 de enero de 2001, con la asistencia de los Diputados señores Ceroni (Presidente), Acuña, Álvarez-Salamanca, Caminondo; Galilea, don José Antonio; Melero; Pérez Arriagada, don José, y Rincón.


MIGUEL CASTILLO JEREZ,


Secretario de la Comisión.
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